CAPITULO 5 (de Nahum, “Historia Uruguaya. El fin del Uruguay liberal)
LOS INTENTOS DE PLANIFICACIÓN: LA CIDE
Los resultados de las elecciones nacionales de noviembre de 1962 impli​caron un nuevo viraje en la política económica. Como vimos, si bien se mantu​vo el Partido Nacional en el Gobierno, se produjo un desplazamiento del sector herréro-ruralista en favor de una corriente de base mayoritariamente urbana, la Unión Blanca Democrática (UBD). En forma inmediata el grupo triunfante se abocó a una dura crítica de la política económica desplegada por su antecesor —se refería a ella como la "herencia terrible"—, presentándose a sí mismo como factor de "progreso" y "modernización".
Se llamó a colaborar con el Gobierno a profesores universitarios y profe​sionales de diferentes disciplinas y también de distintos partidos políticos y se dio un nuevo impulso a la Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico (CIDE), creada en octubre de 1959 con el cometido de coordinar los proyectos de inversiones del sector público. Ya en marzo de 1962 se habían ampliado los recursos de esta Comisión, a fin de realizar una evaluación de la situación del país y un vasto programa de investigaciones tendiente a un mejor conocimien​to de su realidad. Al frente del Secretario Técnico de la CIDE se hallaba el Contador Enrique Iglesias. (*)
Uruguay se incorporaba así al conjunto de países que reconocían en la plani-
(*) El Cr. Iglesias ocupó posteriormente la Secretaría de la CEPAL, cargo que abandonó en marzo de 1985 para desempeñarse como Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay: En marzo de 1988 fue electo para presidir el Banco Interamericano de Desarrollo (B1D).

ficación, un instrumento básico de cualquier política de desarrollo a impulsarse.
Las exitosas experiencias de planficación llevadas adelante tanto en paí​ses socialistas como capitalistas —con las diferencias propias de regímenes económicos diferentes— servían de ejemplo. Tal era el caso de la reconstruc​ción de Francia luego de la devastación sufrida durante la Segunda Guerra Mundial.
En América Latina, los impulsos en esa dirección procedían tanto de las orientaciones de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), orga​nismo especializado de las Naciones Unidas, como de las exigencias de la Alianza para el Progreso.
Según la CEPAL, la crisis latinoamericana, evidente desde fines de los años cuarenta, obedecía a la inadecuación de las estructuras económico-socia​les de estos países. Para salir del estancamiento era necesario su modificación, así como un uso más racional de los recursos disponibles. La planificación era la vía adecuada para ello.
Para los planes contenidos en los pesiamos de la Alianza para el Progre​so, aquella era una forma de "disciplinar" la acción de los gobiernos beneficia​rios (en razón de las crecientes, responsabilidades asumidas por estos), y de hacer explícita la necesidad de ciertas reformas que aparecían como imprescin​dibles para el desarrollo. En agosto de 1961 se celebró en Punta del Este una conferencia interamericana convocada a iniciativa de Estados Unidos. El men​saje del Presidente norteamericano, John F. Kennedy, hacía directa alusión a la necesidad de los países "en vías de desarrollo" de una cuidadosa planifica​ción nacional, estableciendo en forma ordenada metas, prioridades y progra​mas de largo alcance.
En Uruguay, en materia de datos estadísticos, casi todo estaba por hacer. El último Censo de población databa de 1908. No se contaba con datos acerca de la productividad agropecuaria o industrial; el Estado desconocía el destino final de sus inversiones; se ignoraba el número de funcionarios públicos o las necesidades del sistema educativo.
Los resultados comenzaron a verse en 1963 con la realización de un Censo Nacional de Población, así como con la aparición del "Estudio econó​mico del Uruguay: Evolución y Perspectiva", verdadero diagnóstico de la situación del país.
Con estas bases, en enero de 1964 se encomendaba a la CIDE la elaboración de un Plan de Desarrollo Económico y Social que estableciera los objetivos del desarrollo a diez años, e incluyera las medidas a tomar en las diferentes áreas, así
como las reformas institucionales y de organización necesarias para lograrlos.
La CIDE identificaba como principales obstáculos al progreso social y económico del país, los siguientes:
i) la estructura inadecuada de la producción: por un lado, un sector agropecuario con deficiencias en los regímenes de tamaño y tenencia de la tierra, estancamiento tecnológico, etc.; y por otro, un sector industrial sustitu-tivo de importaciones, incapacitado para disminuir el volumen de insumos importados, pero también para aumentar su competitividad ante la pequenez del mercado interno, con excesiva subdivisión en unas ramas y gran concentra​ción en otras, y escasa capacidad exportadora;
ii) como consecuencia del estancamiento productivo, un enfrentamiento entre diferentes grupos de presión (empresariales, sindicales, financieros, etc.) para mantener o acrecentar su participación en el menguado ingreso nacional (*), lo cual derivaba en un factor constante de desequilibrio en los precios;
iii) de allí el proceso inflacionario sobre el que incidían, acelerándolo, factores externos como las pérdidas persistentes por efecto de la relación de términos de intercambio o por los tipos de cambio (o se devaluaba el peso o se mantenía su valor recurriendo al endeudamiento externo).
Para tales problemas, que calaban en las raíces mismas de la economía uruguaya, "la gran decisión —sostenía el Plan de la CIDE— consiste en elimi​nar esas trabas estructurales". "No se trata, pues, de proponerse simples me​tas de 'crecimiento económico', decía más adelante, se trata de lograr el desa​rrollo social". Realizar las transformaciones necesarias para lograr una tasa anual de crecimiento del ingreso por habitante, así como una progresiva (en cuanto beneficia a los sectores más bajos) y equitativa distribución del mismo.
La propuesta, aparecida a mediados de 1965, se dividía en un plan gene​ral donde se incluían los objetivos y políticas de desarrollo de la economía del país en su conjunto, un programa anual orientado a establecer las medidas necesarias para su puesta en marcha, y planes sectoriales que abarcaban las diferentes áreas de la vida socio-económica del país (agropecuaria, industrial, de energía, etc.).
En el Programa Anual el centro lo constituían las medidas para abatir la inflación. Se buscaba establecer un Consejo de Acuerdo Social compuesto por
(*) Ingreso nacional: suma de remuneraciones de los empleados y obreros y de las utilida​des y otras retribuciones netas del capital y del empresario recibidas por residentes en el país.

representantes del Gobierno, de los empresarios y los sindicatos obreros, orien​tado en lo inmediato a frenar la inflación y, posteriormente, a concertar mejoras en la distribución del ingreso. Para ello, debía acordarse el mantenimiento de los precios y las tarifas públicas invariadas por lo menos durante un año (de producirse variaciones en los costos serían estudiados posibles aumentos); el Gobierno debía concretar toda la inversión programada para aumentar las opor​tunidades de empleo; los empresarios debían comprometerse a no realizar ma​niobras monopólicas, incrementar el ahorro interno (reinvertir las ganancias en sus empresas o en bonos de desarrollo), y pagar puntualmente sus impuestos; y los trabajadores debían suspender sus medidas de fuerza durante el lapso de funcionamiento del acuerdo.
Las reformas estructurales más importantes, según Finch, eran las que afectaban al agro (eliminar los problemas de dimensión y tenencia de la tierra, que trataban la implantación de mejoras técnicas), al sistema impositivo (eli​minar ciertos impuestos antieconómicos y mejorar los mecanismos de recauda​ción), al sistema financiero (crear un Banco Central independiente y orientar al Banco de la República hacia tareas de promoción del desarrollo), a la adminis​tración pública (mejorar la calidad de sus servicios, así como su capacidad para dirigir y coordinar la política económica) y al comercio exterior (incrementar las exportaciones).
Es necesario detenerse en el Plan Agropecuario. La reactivación econó​mica y social del país dependía fundamentalmente del agro. El plan preveía para los siguientes diez años un incremento de la producción agropecuaria de cerca de un 60%, con el consecuente reflejo en los saldos exportables. Para ello se establecía un programa de tecnificación y modernización de las exportacio​nes rurales y, fundamentalmente, una serie de medidas legislativas que impli​caban la reforma de las estructuras agrarias.
El Plan recogía los Proyectos de Leyes de Promoción Agropecuaria que en 1964 había presentado el Ministerio de Ganadería y Agricultura, por inter​medio de su titular, Wilson Ferreira Aldunate. Abordaban diferentes aspectos como semillas, fertilizantes, forestación; pero sin duda el más importante —y por tanto el que suscitó inmediatas reacciones adversas por parte de la Asocia​ción y la Federación Rural—, era el de reforma agraria. Se proponía como objetivo lograr un "régimen justo de propiedad, tenencia y explotación de la tierra basado en la equitativa distribución de la misma, la adecuada organi​zación del crédito y la asistencia integral para los productores del campo".
Los instrumentos previstos para ello eran directos como la expropiación
de tierras, o indirectos como una nueva política tributaria y el establecimiento de límites máximos de tenencia para el futuro (2.500 hectáreas). Se fundamen​taba que el propósito no era incorporar nuevos empresarios agrícolas sino redistribuir más justa y equitativamente la tierra entre los ya existentes. Esto se haría en base a un criterio "individualista y propietarista", aunque limitado por el reconocimiento de la "función social de la propiedad rural" (obliga​ción de explotar de modo eficiente la tierra bajo su tenencia).
Esta ley no fue aprobada, como muchas de otras reformas propuestas por la CIDE. Cabe reflexionar si la falla estaba en el dirigismo económico o en factores ajenos al mismo. La planificación había sido concebida como un todo orgánico, las reformas se habían pensado como convergentes y simultáneas y eran la base principal de la estrategia prevista para el desarrollo. "La realiza​ción de reformas estructurales —se afirmaba— constituye la decisión elemen​tal que el País debe adoptar para llevar adelante el Plan". Pero justamente ese voluntarismo reflejaba uno de sus flancos más débiles. Como señala la economista Alicia Melgar, a pesar de su concepción globalista, el plan aislaba en los hechos la planificación económica de las circunstancias políticas que constituían su entorno. Los mayores obstáculos al desarrollo tal vez no se encontraban en la ineficiencia o irracionalidad productiva, sino en la falta de voluntad política para aplicarlo. En el mismo sentido sostiene Finch, que los partidos políticos en el Gobierno no estaban dispuestos a llevarlo a la práctica.
"De haberlo hecho —afirma este autor— hubiese actuado en contra de sus propios intereses, en contra de los intereses de las burocracias que consti​tuían su clientela y también del sector privado en general, especialmente del sector terrateniente y del sistema comercial y financiero".
Algunos puntos aislados, importantes en sí mismos pero incapaces de lograr la transformación global de la economía del país, se pusieron finalmente en práctica. La ley de Semillas, que otorgaba garantías a los productores, o la creación del Banco Central del Uruguay, prevista en la Constitución de 1966, son algunos ejemplos. Mientras tanto, el deterioro global de la economía se​guía en aumento: en 1965 se produjo un crack bancario, el proceso inflaciona​rio se aceleró alcanzando en 1967 cifras del 135% anual; el déficit fiscal y el endeudamiento externo prosiguieron su marcha ascendente.
